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Acta Nº 340 de julio 27 de 2009
En la fecha, siendo las tres de la tarde (3:00 p.m.), los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Fernán Camilo Valencia López y Claudia María Arcila Ríos se reunieron en compañía de la secretaria de la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, con el fin de continuar el trámite ordenado en este asunto y concretamente para presentar la decisión que corresponde respecto del recurso de apelación interpuesto por Ramiro Velásquez Mesa (demandado en reconvención) contra la sentencia del 24 de abril último, proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira en el proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) instaurado por el citado recurrente frente a la señora Ana Isabel Duque Agudelo (demandante en reconvención), superada como está la oportunidad de sustentación del mismo y con fundamento en el proyecto presentado y aprobado en la citada acta.

ANTECEDENTES

Por medio de apoderada judicial, el señor Ramiro Velásquez Mesa demandó a la señora Duque Agudelo con el fin de que se decretara la cesación de los efectos civiles del matrimonio que por los ritos católicos contrajo con ella, se declarara disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal que conformaron, se declarara que cada uno atendería sus gastos personales y se dispusiera la inscripción pertinente, todo con apoyo en las causales 2ª y 3ª del artículo 154 del Código Civil, esto es, el grave e injustificado incumplimiento de los deberes de esposa que la ley le impone y los ultrajes, el trato cruel y los maltratos de obra.  

Sirvieron de soporte a esas pretensiones los hechos que en síntesis dicen que actor y demandada contrajeron matrimonio católico el 2 de febrero de 1979, unión de la que nació Marcela Velásquez Mesa, hoy mayor de edad; la cónyuge incurrió en grave e injustificado incumplimiento de sus deberes de esposa, pues abandonaba a su consorte para salir a compartir con sus amigos sin informarle dónde y con quién iba a estar, además de que llegaba tarde sin dar explicaciones; así fue hasta el 21 de julio de 2007 cuando llegó al extremo de salir muy temprano y más tarde recibió él una llamada en la que le informaban que la habían visto en Quinchía en compañía de un hombre con el que se comportaba como una pareja que tiene amoríos; al regresar, en lugar de dar razón de su comportamiento volvió a salir y regresó el 23 de julio acompañada de un agente de la policía para retirar sus cosas personales; ya en ocasiones anteriores le habían informado que su cónyuge viajaba al municipio de Apía con un sobrino como conductor y con el hombre con el que al parecer sostenía un romance. 

Agregó, en cuanto a la segunda causal, que la demandada le hacía escándalos públicos y lo trataba con palabras soeces, lo que también hacía en la intimidad del hogar y eso lo llevó al resquebrajamiento de su estabilidad emocional.

La demanda fue admitida con auto del 1º de agosto de 2007. La señora Duque Agudelo presentó en su oportunidad demanda de reconvención con el fin de obtener similar declaración con apoyo en los ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra de que ha sido víctima por parte de su consorte; pidió allí que como el señor Velásquez Mesa dio origen “a las causas del divorcio” debía suministrarle lo necesario para su congrua subsistencia en la cuantía y forma adecuadas para conservar el nivel de vida correspondiente a su posición social y como alimentos provisionales se le debía fijar la suma de $15’000.000,oo mensuales. 
  



Este libelo fue admitido con auto del 22 de noviembre de 2007 en el que, entre otras cosas, se le impuso al demandado el suministro de alimentos provisionales a favor de la señora Ana Isabel Duque Agudelo en la suma pedida, que debía pagarse dentro de los primeros cinco días de cada mes, decisión que fue revocada por esta misma Sala, previo el trámite procesal de rigor.
  



En la contestación al libelo principal aceptó algunos hechos, negó otros, se opuso a las pretensiones y formuló la excepción que denominó inexistencia de las causales alegadas por el demandante. 
   



La demanda de reconvención también tuvo respuesta con oposición frente a algunas de las pretensiones, pero  sin que se presentaran excepciones.

  



Convocadas las partes para la audiencia ordenada por el artículo 432 del C. de P. Civil, no fue posible la conciliación; se dio paso, entonces, a las pruebas pedidas y a las que de oficio se estimaron pertinentes, que se decretaron y practicaron en su mayoría; luego, se fijaron alimentos provisionales a favor de Ana Isabel Duque y a cargo de su cónyuge en cuantía de $1’200.000,oo, decisión que recurrida fue confirmada por esta Sala el 23 de febrero de 2009; posteriormente y previa oportunidad para alegar, de la que ambas partes hicieron uso, y de completarse algunas otras pruebas decretadas, se dictó el fallo que negó las pretensiones de la demanda principal; decretó el divorcio y consiguiente cesación de los efectos civiles del matrimonio celebrado entre los litigiosos, por culpa atribuible a Ramiro Velásquez Mesa, declaró disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal; condenó a éste a suministrar como cuota alimentaria  a favor de su consorte la suma de $1’2000.000,oo mensuales que se incrementaría cada año y a partir del mes de enero del año 2010 en igual porcentaje al aumento del salario mínimo legal mensual; que no habría pronunciamiento respecto a la residencia separada  de los cónyuges; condenó en costas al demandado en reconvención y dispuso las inscripciones de rigor. 

  



En esencia, dijo el juzgado que el demandante principal no demostró los hechos en que fundamentó las causales invocadas; por el contrario, la reconviniente sí logró desvirtuar las afirmaciones de la demanda que soportaba y probar los supuestos fácticos que adujo para su mutua petición, que dieron cuenta de que fue expulsada del hogar injustamente por su consorte y ultrajada verbalmente por el mismo.

  



Esta decisión generó la alzada por la inconformidad del demandante reconvenido.





En esta instancia se surtió el trámite de rigor con la sustentación del recurso y el pronunciamiento de la contraparte; en la misma etapa, la apoderada judicial del recurrente puso de presente la decisión del Tribunal Eclesiástico Regional de Manizales del 12 de marzo de 2009 que decretó la nulidad del matrimonio celebrado entre Ramiro Velásquez Mesa y Ana Isabel Duque Agudelo por “GRAVE DEFECTO DE DISCRECCIÓN DE JUICIO”  POR PARTE DEL ESPOSO Y DE LA ESPOSA “ACERCA DE LOS DERECHOS Y DEBERES ESENCIALES DEL MATRIMONIO QUE MUTUAMENTE SE HAN DE DAR Y ACEPTAR. CANON 1095, 2.”, que fue confirmada por el Tribunal Eclesiástico Único de Apelación para Colombia el 12 de mayo de 2009. Ante esta situación, como prueba de oficio, se indagó acerca de la presentación de tales decisiones para su ejecución y se obtuvo copia de la providencia del 17 de junio último dictada por el Juzgado Cuarto de Familia local que decretó la ejecución de ambas sentencias, declaró disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal que formaron los aquí contendientes; dispuso la inscripción de esa decisión en el folio de matrimonio de los cónyuges e indico que la nulidad del vínculo del matrimonio religioso surtiría efectos a partir de la firmeza de dicha providencia, la que fue alcanzada el 2 de julio del presente año a las 6:00 p.m. (f. 42 al 47, c. 5). Ahora se procede a tomar la decisión que en derecho corresponda, previas estas:

   



CONSIDERACIONES
  



Como quiera que el juzgado dio por probada la causal de divorcio alegada por la demandante en reconvención y condenó al reconvenido a suministrarle alimentos, éste apeló y sustentó en esta sede, en la que también intervino aquella.

  



En torno a ello giraría la decisión de la Sala, si no fuera porque, como pregona el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, en este específico caso se ha dado una circunstancia que extingue el derecho sustancial sobre el que versa el litigio, tanto en lo que hace a la demanda principal, como en lo que respecta a la de reconvención.

  



Así es, porque en aquella se pidió el divorcio  del matrimonio católico celebrado entre Ramiro Velásquez Mesa y Ana Isabel Duque Agudelo con fundamento en unas causales subjetivas; y en esta, se propende por la misma declaración y por la fijación de una cuota alimentaria, con apoyo en causales diversas, también subjetivas. Es decir, que una y otra tienden a ponerle fin a los efectos civiles del matrimonio, con las consecuentes obligaciones que de allí deriven.

  



Pero acontece que, como fue informado por el recurrente en la etapa de alegaciones de segunda instancia, el Tribunal Eclesiástico Regional de Manizales declaró la nulidad de ese matrimonio, decisión que fue confirmada por el Tribunal Eclesiástico Único de apelación para Colombia, y que le fue remitida a los jueces de familia de este Circuito Judicial para los efectos del artículo VIII del Concordato vigente entre la Santa Sede y el Gobierno de Colombia, el inciso 9º del artículo 42 de la Constitución Nacional y los artículos 146 y 147 del Código Civil.

  



En tal virtud, el Juzgado Cuarto de Familia local, profirió el fallo del 17 de junio pasado, que también causó firmeza, en el que se decretó la ejecución de aquellas sentencias; se declaró disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal que formó la pareja; se dispuso la inscripción en el folio de matrimonio de los cónyuges y se advirtió que tal nulidad surtiría efectos a partir de su ejecutoria.

  



Efectivamente, el penúltimo inciso del artículo 42 de la Constitución Nacional prevé que “También tendrán efectos civiles las sentencias de nulidad de los matrimonios religiosos dictadas por las autoridades de la respectiva religión, en los términos que establezca la ley.”. En tanto que los artículos 146 y 147 del Código Civil disponen en su orden que “El Estado reconoce la competencia propia de las autoridades religiosas para decidir mediante sentencia u otra providencia, de acuerdo con sus cánones y reglas, las controversias relativas a la nulidad de los matrimonios celebrados por la respectiva religión.” y que “Las providencias de nulidad matrimonial proferidas por las autoridades de la respectiva religión, una vez ejecutoriadas, deberán comunicarse al juez de familia o promiscuo de familia del domicilio de los cónyuges, quien decretará su ejecución en cuanto a los efectos civiles y ordenará la inscripción en el Registro Civil…La nulidad del vínculo del matrimonio religioso surtirá efectos civiles a partir de la firmeza de la providencia del juez competente que ordene su ejecución.”
  



Así pues, ejecutoriada como está la providencia que ordenó la ejecución de las sentencias eclesiásticas, entra en juego el artículo 148 del último estatuto citado, en virtud del cual “…cesan desde el mismo día entre los consortes separados, todos los derechos y obligaciones recíprocas que resultan del contrato del matrimonio…”, para este caso entre los cónyuges, ya que no hay hijos menores; sin perjuicio claro está, como ya fue dicho por el juzgado de familia, de que se proceda a la liquidación de la sociedad conyugal que por efectos de la nulidad se declaró disuelta.

  



Como se ve, surgió con posterioridad al fallo de primer grado, que data del 24 de abril de 2009, una circunstancia específica que da al traste con el derecho sustancial reclamado por demandante y demandada, tanto en la actuación principal como en la de mutua petición, que no puede pasar la Sala inadvertido, porque si la sentencia de divorcio no se halla en firme, en cambio sí la de nulidad del matrimonio a la que sólo le faltaba la ejecución que ya también surtió su trámite y quedó ejecutoriada, destruido por esa vía el vínculo, no se advierte causal alguna de divorcio que pudiera salir avante para restarle sólo efectos civiles que ya no los tiene, ni siquiera eclesiásticos, con excepción, se insiste de lo que corresponda a la liquidación de la masa social que surgió entre los consortes.





Por supuesto que si una de las consecuencias de la nulidad es que cesan las obligaciones y los derechos entre los casados, ninguno de ellos puede reclamar del otro el suministro de alimentos, que es la otra orden impartida en el fallo.

  



A tono con lo anterior, la decisión en esta sede no puede ser diferente, dadas las actuales circunstancias, a la de revocar la sentencia que se revisa para, en su lugar, negar las pretensiones tanto de la demanda principal como la de reconvención, sin que haya, por eso mismo, condena en costas para ninguna de las partes.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, el 24 de abril último, en el proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) instaurado por Ramiro Velásquez Mesa frente a la señora Ana Isabel Duque Agudelo, en la que se presentó demanda de reconvención.

En su lugar, y por las razones aducidas, se NIEGAN las pretensiones tanto de la demanda principal como la de mutua petición.

  



Sin costas.

Lo aquí decidido se notifica a las partes en la forma dispuesta por el artículo 325 del C. de P. Civil. 

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma en constancia por quienes en ella  intervinieron, una vez  leída y aprobada.

  



Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

  



La Secretaria, 





MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ
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